	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO
En el procedimiento que por calificación de despido sigue el ciudadano ALONZO JOSÉ MARTÍNEZ, representado judicialmente por los abogados Meykerd José Abad y Von Richelman Ruíz Ramos contra la empresa TRANSPORTE FROILAN GARCILAZO, C.A., representada judicialmente por los abogados Ramón Gago y Haycel Ysturiz; el Tribunal Primero Superior del Nuevo Régimen Procesal y Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Monagas, con sede en la ciudad de Maturín, conociendo en apelación, dictó sentencia definitiva en fecha 10 de agosto del año 2004, mediante la cual declaró sin lugar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, confirmando así el fallo dictado por el Tribunal de la causa que declaró improcedente la acción incoada.

 

Contra esta decisión de alzada, la representación judicial de la parte demandante, propuso recurso de control de la legalidad.

 

Recibido el expediente en esta Sala de Casación Social, se dio cuenta en fecha 14 de septiembre del año 2004, correspondiendo la ponencia al Magistrado Alfonso Valbuena Cordero. 


Mediante auto N° 1532, de fecha 02 de diciembre del año 2004, esta Sala de Casación Social admitió el recurso de control de la legalidad. No hubo contestación.

Concluida la sustanciación del recurso, tuvo lugar la audiencia oral, pública y contradictoria, en fecha 12 de mayo del año 2005, con la comparecencia de la parte demandante-recurrente.

Celebrada la audiencia oral y habiendo esta Sala pronunciado su decisión de manera inmediata, pasa a reproducir la misma en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en los siguientes términos:

PUNTO PREVIO

En el presente caso del comprobante de recepción de documento, emanado de la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Coordinación Laboral de Maturín, se evidencia que el escrito contentivo del control de legalidad propuesto por la parte demandante, fue consignado únicamente por el abogado Meykerd José Abad, quién no tiene cinco años de egresado de la Universidad con el título de abogado.

Este requisito que exige para actuar en cualquiera de las Salas del Tribunal Supremo de Justicia estar asistido por un abogado con un mínimo de cinco (5) años de graduado, está contenido en la novísima Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, en su artículo 18, el cual en su parte pertinente dispone lo siguiente:

...Para actuar en cualesquiera de las Salas del Tribunal Supremo de Justicia se requiere de la asistencia jurídica de abogados, los cuales deben tener un mínimo de cinco (5) años de graduado y dar cumplimiento a los requisitos previstos en el ordenamiento jurídico...

El referido requisito es exigido para actuar en cualesquiera de las Salas de este máximo Tribunal, por la ley especial, de naturaleza orgánica, que regula el régimen, organización y funcionamiento del Tribunal Supremo de Justicia. De manera que esta Sala de Casación Social está obligada a verificar en cada caso el cumplimiento de tal exigencia.

En este sentido y a mayor abundamiento, se considera pertinente citar fallo de esta Sala, publicado en fecha 25 de octubre del año 2004, en el que se expresó:

Sin embargo, aparte del mandato legal, existe en este momento la convicción para la Sala de la conveniencia de la exigencia del requisito contenido en el citado artículo 18 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, en razón de que, actualmente, está convencida de que no fue una exigencia arbitraria, sino que por el contrario está plenamente justificada, ya que no todos los abogados están preparados para formalizar un recurso de casación, dado el carácter extraordinario del mismo, como lo es la especialidad de los vicios e infracciones que pueden denunciarse mediante la interposición del mismo, lo cual requiere un profundo conocimiento de la naturaleza de éste y de la jurisprudencia del Tribunal Supremo de Justicia.

Por tanto, de permitirse la interposición irrestricta del recurso de casación por parte de profesionales del derecho con poca o ninguna experiencia, podría estársele causando un perjuicio a la persona representada por ellos, ya que como consecuencia de la inexperiencia en muchos casos, desconocen la especialidad del mismo y sus peculiaridades, conllevando tal circunstancia una mayor inversión de tiempo por parte de este máximo Tribunal para la resolución del mismo, ya que, generalmente, para solucionar un recurso de casación formalizado por un abogado con poca experiencia se requiere mucho más tiempo que para resolver aquellos formalizados por abogados experimentados en la materia, lo cual ocasiona retraso en la resolución de los mismos por parte de este alto Tribunal. 

En este mismo sentido, se han pronunciado autores internacionales de reconocida trayectoria, entre otros, el Dr. Jorge Nieva Fenoll, en su obra “EL HECHO Y EL DERECHO EN LA CASACIÓN PENAL”, el cual expresó:

Hoy en día, pocas críticas quedan por hacer a la etapa formalista del Tribunal Supremo, que tantas injusticias provocó a multitud de recurrentes, a causa de la disposición de absurdas trabas formales, rayanas con un inconmensurable fetichismo de las formas. Sin embargo se pueden extraer de dicha fase algunas enseñanzas positivas. Entre ellas la de que no todos los Letrados actualmente ejercientes en España están preparados para hacerse cargo de la postulación en un recurso de casación. Cierto es que esa etapa formalista exageró dicha constatación, pero la verdad es que la interposición del recurso de casación requiere un profundo conocimiento de la mecánica del recurso, de la dogmática de los motivos de casación, y de la doctrina legal del Tribunal Supremo.

 

Es preciso reconocer que el común de los abogados ejercientes no conocen esas peculiaridades de la casación, dándose el caso de que la mayoría de ellos concluyen su ejercicio profesional sin haber tenido más que algún caso disperso que llegara finalmente al Tribunal Supremo.

 

De ello se deriva que cuando eventualmente se ven obligados a interponer un recurso de casación, con frecuencia desconocen las funciones del Alto Tribunal, malinterpretan el tenor de los motivos de casación, y en el corto espacio temporal del que disponen para interponer el recurso, no tienen ocasión de adquirir unos conocimientos suficientes que permitan la interposición del recurso con alguna perspectiva de éxito, ni siquiera dejando aparcados temporalmente todo el resto de asuntos que tengan pendientes en su despacho profesional.

 

Toda esa inexperiencia se traduce no sólo en un innegable perjuicio para el litigante que defienden, sino también en una mayor dificultad de la labor del Tribunal Supremo. Al Alto Tribunal le es mucho más fácil examinar un recurso de un Letrado experimentado en temas casacionales, que no el de un Letrado que no puede evitar pensar, por su insuficiente formación en estos temas, que la casación constituye una especie de tercera instancia, alegando -si es que se alegan separadamente- los motivos de casación, muchas veces interpretando de manera absolutamente errónea el ámbito de dichos motivos, lo que es especialmente frecuente en algunos de los motivos por quebrantamiento de forma, aunque también en el segundo motivo por infracción de ley (art. 849.2 LECrim). Creemos que puede obviarse cualquier cita de jurisprudencia al respecto. No se trata de un fenómeno infrecuente.

 

También ocurre a veces que los Letrados interponen recursos de casación, desconociendo que contra esa resolución no cabe casación. De todos modos lo que es más frecuente es la interposición deficientemente fundada de recursos de casación, decidida en muchos casos autónomamente por el Letrado, que acuciado por el cliente que espera una ulterior sentencia absolutoria, no es capaz de explicarle a su mandante que el recurso que interponga no le va a reportar más que un gasto inútil de tiempo y dinero –sobre todo si ya se encuentra en prisión-, ya que tiene nulas oportunidades de éxito, por carecer la sentencia de auténticos errores in iudicando o in procedendo con relevancia casacional, y en definitiva, por no ser el Tribunal Supremo un tribunal de apelación.

 

Todo ello provoca retrasos en el trabajo del Alto Tribunal. Aunque la mayoría de casos que hemos citado se encuentra con la inmediata inadmisión, lo cierto es que hasta que se declara dicha inadmisión el Tribunal Supremo debe realizar un considerable trabajo burocrático que forzosamente ralentiza su labor.

 

Teniendo en cuenta todas las anteriores circunstancias, quizás sea conveniente que el Legislador imponga una restricción de los Letrados que estén habilitados para interponer recursos de casación, tal como ocurre por ejemplo en Francia, en Alemania o en Italia.

 

Al igual que en estos países, ello no supondría una solución ni mucho menos definitiva de los retrasos del Tribunal Supremo, pero contribuiría en alguna medida a reducir los mismos. Ya dijimos que nos hallamos ante un tema en el que no pueden funcionar las soluciones radicales, si es que se desea mantener el statu quo jurisdiccional actualmente vigente.  Por ello, una mayor experimentación de la abogacía que ejerce ante el Tribunal Supremo, que tuviera un nivel de experiencia y formación jurídica cercano al exigido a los propios Magistrados del Tribunal Supremo, si no hubiera de solucionar en gran medida los retrasos, al menos prestigiaría a la Abogacía y mejoraría la calidad de la jurisprudencia, que a diferencia de lo que ocurre hoy en día, en general no se vería obligada a debatir sobre cuestiones alegadas por los recurrentes cuya relevancia casacional es absolutamente nula. Todo ello dependería también sin duda de la responsabilidad de la actuación del Letrado, de manera que el mismo sirviera de filtro de asuntos, al desaconsejar a sus clientes la interposición del recurso.


Sin embargo, considera la Sala necesario advertir que en el caso del control de la legalidad, la exigencia contenida en el artículo 18 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, que está dirigida a la imposibilidad de los abogados, que no cumplan con el requisito de tener como mínimo cinco (5) años de graduados, para actuar ante este máximo Tribunal, sólo es aplicable a aquellos profesionales del derecho que comparezcan a la audiencia oral del recurso,  pero no resulta extensible a aquellos abogados que, aun sin cumplir con el referido requisito, suscriben y consignan el escrito mediante el cual se interpone el mismo y se explanan los motivos en que éste se fundamenta, puesto que dicho medio excepcional de impugnación se presenta ante el Tribunal que dictó la sentencia recurrida y no ante esta sede jurisdiccional.


Debe tomarse en consideración que por la naturaleza de la norma mencionada, su interpretación y aplicación deben ser restrictivas, y es por ello que sólo debe exigirse tal condición a aquellos profesionales del derecho que, en el caso especifico del control de legalidad, asistan a la audiencia oral del recurso, pues es ese acto el que se realiza ante este máximo tribunal, no siendo exigible para la presentación del escrito, en virtud de que éste es consignado ante el Tribunal que dictó la sentencia recurrida y no ante esta Sala.


Ahora bien, aun cuando en el presente caso, el abogado que consignó el escrito contentivo del control de la legalidad ante el Juzgado Superior, no cumplía  con el requisito exigido en el artículo 18 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, el referido recurso es conocido por este máximo tribunal, por cuanto a la audiencia oral del mismo, compareció el abogado Von Richelman Ruíz Ramos, actuando en su carácter de coapoderado judicial de la parte actora recurrente quién sí cumple con la exigencia contenida en dicho precepto legal y por tanto está autorizado para actuar ante este órgano jurisdiccional, razón por la que en el capítulo siguiente se procede a resolver este medio excepcional de impugnación interpuesto y admitido por esta Sala. Así se decide.

DEL RECURSO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD

Como fundamento del control de la legalidad interpuesto, la parte actora recurrente alega que el sentenciador de alzada incurrió en la violación de los artículos 429 y 444 del Código de Procedimiento Civil, así como de los artículos 78 y 86 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, al no tomar en consideración el valor probatorio de las documentales promovidas y consignadas por la parte actora, contentivas de una constancia de trabajo, un carnet de trabajo y una carta de despido dirigida al actor, todos emitidos por la demandada, las cuales debieron tenerse por reconocidas, al no haber sido desconocidas por la empresa accionada.

Ahora bien, el recurso de control de la legalidad sólo fue admitido en relación a la infracción de las normas denunciadas con relación a la valoración de la carta de despido y del carnet de trabajo promovidos, por cuanto estas pruebas fueron consignadas en la oportunidad de promoción de pruebas y no fueron impugnadas por la parte demandada. No así con relación a la constancia de trabajo, puesto que ésta fue desconocida en la oportunidad correspondiente por la parte demandada y no fue demostrada su autenticidad mediante la prueba de cotejo, que si bien fue solicitada por la parte actora, no se realizó.

Ahora bien, la sentencia recurrida en su parte motiva expresó:

En materia laboral la contestación de la demanda, debe hacerse en forma clara y determinada, estableciendo, cuáles de los hechos alegados por el actor se admiten y cuáles se rechazan.

De acuerdo a lo previsto en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, se fija la distribución de la carga probatoria, en este sentido esta Alzada acoge el criterio que desde el 15 de marzo de 2000 ha sostenido la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, el cual es del tenor siguiente: 

(Omissis)

En el presente caso, se observa que ciertamente, tal como lo señala la recurrida, habiendo la parte demandada contestado de forma pormenorizada, rechazando en primer término la existencia de la relación laboral y luego una a una las pretensiones del actor, se invirtió la carga probatoria, debiendo el demandante, como consecuencia de ello demostrar primeramente la existencia de la relación.

DE LAS PRUEBAS

Sólo promovió pruebas la parte demandante:

.

- El mérito favorable de los autos: Es criterio de esta alzada, que el mérito favorable a los autos no es susceptible de valoración, ya que no constituye prueba, pues resulta del análisis del sentenciador de todas las pruebas traídas al proceso, las cuales pueden  favorecer o no cualquiera de las partes.

.- Respecto a la copia de constancia de trabajo, la misma se presentó junto al libelo de demanda y en la oportunidad de la contestación la parte demandada impugnó y desconoció dicho instrumento, no habiendo el actor probado su autenticidad, por lo tanto se desecha.

.- Testigos: Luis Montaner, José Mercedes Actuares (sic) y Katiuska Centeno, esta juzgadora considera que conforme a sus deposiciones, los mismos se consideran referenciales, por cuanto se deduce que no tienen conocimiento directo sobre los hechos controvertidos, por lo tanto se desechan.

Ahora bien, de las pruebas analizadas, constata esta Alzada, que teniendo en este caso el actor, la carga probatoria, el mismo no logró demostrar la prestación de  servicios, no promovió prueba alguna que pudiera desvirtuar los alegatos del demandado, en este sentido, el tribunal Supremo de Justicia establece lo siguiente:

…que para que opere la presunción de laboralidad contemplada en el artículo 65 de la Ley Sustantiva Laboral, el actor debe demostrar la prestación de servicio; que según la inversión de la carga de la prueba, el demandado debe alegar y demostrar la inexistencia de la relación laboral, al no cumplirse con algunas de las condiciones requeridas (salario, subordinación, amenidad)… (Sentencia de la Sala de Casación Social, de fecha 09 de julio de 2004).

En función de lo antes expuesto considera este Tribunal que la sentencia recurrida analizó exhaustivamente el material probatorio y habiendo interpretado correctamente la distribución de la carga probatoria, decidió conforme a derecho, por lo tanto el recurso interpuesto no debe prosperar y así se decide.

La transcripción que precede contiene íntegramente la parte motiva del fallo recurrido, por lo tanto de su lectura se desprende  que efectivamente, como lo alega la parte demandante, el sentenciador no se refiere en modo alguno a la copia fotostática de la carta de despido, ni al carnet de trabajo promovidos oportunamente, es decir, que omite todo pronunciamiento sobre las referidas pruebas.

Sobre el vicio de silencio de pruebas, esta Sala de Casación Social ha establecido reiteradamente, lo siguiente:

“La sentencia está viciada por silencio de prueba cuando esté presente una de estas dos situaciones: primero, cuando el Sentenciador no obstante haber señalado la prueba, se abstiene de analizarla; y segundo, cuando se omite totalmente indicarla en el texto de la decisión, es decir, se silencia plenamente. 
Conforme a lo establecido en el artículo 509 del Código de Procedimiento Civil, los Jueces tienen el deber de examinar todas las pruebas aportadas a los autos, aun aquéllas que a su juicio no fueren idóneas para ofrecer algún elemento de convicción, para valorarlas y de esta manera, evitar el quebrantamiento de la citada norma, e incurrir en el vicio de inmotivación del fallo por silencio de pruebas. 

Además, la Sala ha sostenido en reiteradas oportunidades que las pruebas promovidas y evacuadas por la parte en la oportunidad legal correspondiente, de ser silenciadas parcialmente por la recurrida, para que sea declarado con lugar el vicio por silencio de la prueba, la o las mismas deben ser determinantes del dispositivo del fallo.” (Sentencia de la Sala de Casación Social del 26 de marzo del año 2003)

Ahora bien, de la lectura del fallo impugnado se evidencia que el juzgador de alzada se apartó del criterio establecido por esta Sala en innumerables fallos, al no analizar la documental promovida contentiva de la carta de despido emanada de la empresa demandada y el carnet de trabajo emitido por la accionada, siendo que las mismas no fueron desconocidas por la parte demandada, infringiendo, con esto último los artículos 429 y 444 del Código de Procedimiento Civil . En cuanto a los artículos 78 y 86 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, estos no fueron infringidos por cuanto no eran aplicables al presente caso, en virtud de que para el momento de la promoción de pruebas no se encontraba vigente dicha Ley.

Como consecuencia de lo expuesto, debe declararse la PROCEDENCIA del recurso de control de la legalidad intentado, por lo que la Sala pasa de seguidas a dictar sentencia sobre el fondo del asunto, en los siguientes términos:

DE LA SENTENCIA DE FONDO

En fecha 21 de noviembre del año 2002, comparece por ante el extinto Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Monagas, el ciudadano ALONZO JOSÉ MARTÍNEZ ZAMBRANO, asistido por los abogados en ejercicio VON RICHEKLMAN RUIZ y MEYCKERD JOSE ABAB ASCANIO, e introduce solicitud de calificación de despido en contra de la empresa TRANSPORTE FROILAN GARCILAZO, C.A.. 

En fecha 16 de enero del año 2003, comparece la parte actora y procede a reformar la demanda. Plantea el solicitante: que en fecha 06 de mayo del año 2002, comenzó a prestar sus servicios como chofer ejecutivo para la empresa TRANSPORTE FROILAN GARCILAZO, C.A., devengando un salario básico mensual de CUATROCIENTOS MIL BOLIVARES (Bs. 400.000,00); con una jornada de trabajo de lunes a domingo desde las 4:00 a.m. hasta las 10:00 p.m., hasta el día 19 de octubre del año 2002, que comenzó con una jornada de lunes a viernes; que en fecha 18 de noviembre del año 2002, el administrador de la empresa, ciudadano JESÚS MORENO, le hizo entrega de una carta de despido, configurándose su despido como injustificado; que su salario integral diario es de CUARENTA Y TRES MIL SETECIENTOS TREINTA Y TRES BOLIVARES CON DIECINUEVE CENTIMOS (Bs. 43.733,19); motivo por los cuales solicita sea calificado su despido como injustificado y se decrete su reenganche y pago de los salarios caídos. Asimismo solicita la indexación salarial.

Admitida la solicitud de la reforma, en fecha 27 de enero del año 2003, se ordenó la citación de la demandada en la persona del ciudadano FROILAN GARCILAZO MAESTRE, en su carácter de representante de la misma, a los fines de que diera contestación a la demanda dentro de los cinco (5) días de despacho siguientes a su notificación. Habiéndose agotado la citación personal, se acordó la citación por carteles de conformidad con lo establecido en el artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo y por cuanto no compareció  la parte demandada a darse por citada, ni  por sí ni por medio de apoderado, se procedió al nombramiento de defensor judicial, recayendo dicho cargo en el abogado SAID FRANGIE, quien aceptó el cargo y prestó juramento de Ley.

En la oportunidad de la contestación de la demanda, el defensor judicial negó pormenorizadamente todos los hechos alegados por el actor, incluso la existencia de la relación laboral. Asimismo impugnó y desconoció la constancia de trabajo consignada por la parte actora con el escrito de demanda.

De manera que en virtud de lo establecido en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, vigente para el momento en el que se contestó la demanda, le corresponde a la parte demandante la carga de la prueba.

En el lapso probatorio sólo la parte demandante promovió las siguientes pruebas: mérito favorable de los autos, copia fotostática de carta de despido, dos carnets de identificación y los testigos Luis Montaner, José Actuares y Katiuska Centeno.

En cuanto a las pruebas promovidas por la parte demandante, se observa que la constancia de trabajo fue impugnada y desconocida en su contenido y firma por la parte accionada y dado que no fue demostrada su autenticidad, mediante la prueba de cotejo solicitada, ni con la prueba testimonial, la misma es desechada de conformidad con lo establecido en el artículo 444 del Código de Procedimiento Civil.

Con relación a los carnets de identificación consignados por la parte actora, observa la Sala que uno es emitido por la empresa demandada y acredita al demandante como trabajador de la  misma, el cual por no haber sido impugnado por la parte accionada se le otorga mérito probatorio; sin embargo, el otro es emitido por el patrono contratante de la empresa demandada, es decir, que emana de un tercero y al no haber sido ratificado en el presente juicio no puede ser apreciado.

En cuanto a la copia fotostática de la carta por medio de la cual se le notifica al actor el despido por parte de la empresa demandada, al no haber sido impugnada por la parte demandada, debe concedérsele valor probatorio.

Por último y con relación a la prueba testimonial, rindieron declaración los ciudadanos Luis Montaner, José Antuares y Katiuska Centeno, sin embargo no se les otorga ningún valor probatorio a sus deposiciones por cuanto son testigos referenciales que no tienen conocimiento directo sobre los hechos controvertidos.

Ahora bien, de la valoración que se hace de la carta de despido y del carnet de identificación emitido por la empresa demandada se puede establecer la prestación del servicio por parte del ciudadano Alonzo José Martínez a Transporte Froilán Gracilazo, C.A., hecho éste suficiente para que opere la presunción de laboralidad contemplada en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo y tomando en consideración que la parte accionada nada probó, debe declararse con lugar la solicitud de reenganche y pago de salarios caídos propuesta,  los cuales deberán ser calculados tomando en consideración únicamente el salario básico alegado por el demandante, a saber, cuatrocientos mil bolívares (Bs. 400.000,00) por cuanto las horas extraordinarias de trabajo reclamadas no fueron demostradas por el accionante y deberán computarse desde la fecha de la citación del defensor ad litem hasta la efectiva reincorporación del trabajador, excluyéndose aquellos días que por razones de fuerza mayor, no imputable a las partes (huelgas, el tiempo de implementación de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y otros) se hayan paralizado los tribunales. 

En cuanto a la solicitud de indexación sobre los salarios caídos, esta Sala declara su improcedencia, en virtud de que es a partir de esta declaratoria que se deben los salarios caídos, pues estos son exigibles una vez que su pago es ordenado mediante sentencia definitiva, no antes, aún cuando para su cuantificación se tome en cuenta el tiempo del procedimiento como sanción al empleador, por lo que no puede aplicarse la corrección monetaria en el procedimiento de estabilidad. Así se resuelve.

DECISIÓN

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: CON LUGAR el recurso de control de la legalidad solicitado por la parte demandante contra la sentencia de fecha 10 de agosto del año 2004, dictada por el Tribunal Primero Superior del Nuevo Régimen Procesal y Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Monagas, con sede en la ciudad de Maturín. En consecuencia, se ANULA la referida decisión y se declara CON LUGAR la solicitud de calificación de despido incoada por el ciudadano ALONZO JOSÉ MARTÍNEZ contra TRANSPORTE FROILAN GARCILAZO, C.A.. Por consiguiente, se ordena el reenganche y el pago de los salarios caídos que deberán calcularse tomando en consideración únicamente el salario básico alegado por el demandante, a saber, cuatrocientos mil bolívares (Bs. 400.000,00) y deberán computarse desde la fecha de la citación del defensor ad litem hasta la efectiva reincorporación del trabajador, excluyéndose aquellos días que por razones de fuerza mayor, no imputable a las partes (huelgas, el tiempo de implementación de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y otros) se hayan paralizado las actividades en los tribunales.

En virtud de la naturaleza de la presente decisión no hay condenatoria en costas del procedimiento.

Publíquese y regístrese. Remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción Judicial del Estado Monagas, con sede en Maturín. Particípese dicha decisión al Juzgado Superior de origen, anteriormente identificado.

La presente decisión no la firma el Magistrado JUAN RAFAEL PERDOMO, por que no estuvo presente en la audiencia pública correspondiente.

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los  diecinueve  (19) días del mes de mayo  de dos mil cinco. Años: 195° de la Independencia y 146° de la Federación.

El Presidente de la Sala,

____________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

El Vicepresidente,






Magistrado,

_______________________________                       ________________________

LUIS E. FRANCESCHI GUTIERREZ                        JUAN RAFAEL PERDOMO

Magistrado-ponente,






Magistrada,

_______________________________        _________________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO        CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA

El Secretario,

______________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA

RCL N° AA60-S-2004001198

Publicada en su fecha a las










El Secretario,

